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de entrega 1966/1700; 1968/3521; 1969/9; 1969/179; 1970/248; 1971/7 y 

1971/87 que contienen expedientes y estadísticas de Crisis Laborales 

de la Dirección General de Trabajo en los años 1960-1969; pero que 

en la actualidad se encuentran desgraciadamente excluidos de 

consulta por causas de fuerza mayor, sin que sea posible ni siquiera 

aproximadamente aventurar una fecha para el levantamiento de 

dicha exclusión. 

 

ANTECEDENTES DE DERECHO: 

 

El acceso y consulta de los documentos conservados en el Archivo 

Central en el Archivo Central de los Ministerios de Trabajo y Economía 

Social y de Inclusión, Migraciones y Seguridad Social, está regulado 

por el Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se 

establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de 

Archivos de la Administración General del Estado y de sus Organismos 

Públicos y su régimen de acceso, que desarrolla a este respecto la Ley 

16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. Con carácter 

supletorio, es de aplicación la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, en 

los términos expresados en su disposición adicional primera. 

 

En vista de los referidos antecedentes 

 

HE RESUELTO: 

 

1) Comunicar la imposibilidad de continuar la tramitación de la 

búsqueda solicitada, en lo referido a los fondos del Archivo Central; 

 

2) Trasladar la solicitud en lo referido en ella explícitamente a los 

fondos de las “Mutualidades laborales” a las Unidades que, según lo 

previsto en el artículo 29.2 del Real Decreto 1708/2011, de 18 de 

noviembre, entiende esta Unidad que pueden disponer de dichos 

fondos, dando cuenta del traslado al solicitante: 

- Tesorería General de la Seguridad Social 

- Instituto Nacional de la Seguridad Social 
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La presente resolución es directamente impugnable ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa en el plazo de dos meses 

contado desde el día siguiente a su notificación, sin perjuicio de la 

posibilidad de interponer potestativamente con carácter previo una 

reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en el 

plazo de un mes según el mismo cómputo y en los términos 

establecidos en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

 

 

EL SUBDIRECTOR GENERAL DE INFORMES, RECURSOS  

Y PUBLICACIONES 
 

 

 

 

Luis Navas López 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 




